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DIVISIÓN DE DESARROLLO INSTITUCIONAL

INFORME  RELATIVO AL ESTUDIO ESPECIAL SOBRE UN  PRESUNTO

CONFLICTO —ARTÍCULO 38 LEY GENERAL DE CONTROL INTERNO—

RELACIONADO  CON  EL  DOCUMENTO  EMITIDO  POR  LA

 AUDITORÍA  INTERNA  DE LA  UNIVERSIDAD ESTATAL

A  DISTANCIA  DENOMINADO  “ESTUDIO  SOBRE

NOMBRAMIENTO DE JEFES Y DIRECTORES”
1.
INTRODUCCION


1.1
ORIGEN DEL ESTUDIO



El estudio especial se realizó en respuesta a la solicitud planteada por la Auditoría Interna de la Universidad Estatal a Distancia mediante los oficios Nos. AI-116-2004 y AI-119-2004, para que esta Contraloría General dirima lo que según esa petición se configura como un conflicto al tenor de lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley General de Control Interno –en adelante LGCI—, relacionado con el documento emitido por dicha Auditoría denominado “Estudio sobre nombramiento de Jefes y Directores”.

1.2
OBJETIVO Y ALCANCE



El objetivo del estudio es analizar y disponer lo que corresponda sobre la referida solicitud planteada por la Auditoría Interna de la Universidad Estatal a Distancia (UNED), de conformidad con la normativa legal y técnica aplicable.



Con ese propósito, el alcance del estudio se constriñó a valorar el eventual conflicto entre la Administración y la Auditoría Interna en el caso específico que nos ocupa, para lo cual se analizará la información proporcionada por la Auditoría Interna de la UNED mediante los oficios números AI-116-2004 del 20 de julio, AI-119-2004 del 6 de agosto y AI-129-2004 del 19 de octubre, todos del año 2004; así como la documentación remitida por el Consejo Universitario mediante los oficios números C.U.-2004-406 del 3 de agosto, C.U.-620-2004 del 26 de octubre, C.U.-2004-725 de 26 de noviembre y C.U.-2004-745 de 2 de diciembre, todos del año 2004. 

1.3
ANTECEDENTES

Seguidamente se resumen los principales antecedentes relacionados con la divergencia surgida entre la Auditoría Interna y el Consejo Universitario de la UNED:

a) Descripción del caso

De importancia para contextualizar la divergencia objeto del presente estudio especial se tiene que:

· La Auditoría Interna de la UNED realizó un estudio denominado “Estudio sobre nombramiento de Jefes y Directores”, número X-16-2003-06, del cual se colige, en forma resumida los tres siguientes hechos: i) Que 5 funcionarios entre jefes y directores fueron nombrados, pero en el concurso “no existió al menos tres oferentes”; además, en 2 de esos casos se realizaron dos concursos internos.  ii) Que una persona fue nombrada como jefe sin que se realizara el concurso respectivo. iii) Que se renovó el nombramiento de un jefe, sin haber participado en la lista de elegibles. 

· Las recomendaciones que propuso la Auditoría Interna en este documento fueron las siguientes: “Recomendación No. 1/ Al Consejo Universitario/ Deben establecerse los procedimientos de Ley para declarar la nulidad absoluta de los nombramientos de los Jefes y Directores indicados./ Recomendación No. 2/ Al Consejo Universitario/ Debe darse celeridad a la gestión recomendada por la Auditoría, para prevenir el transcurso de los plazos de prescripción.” (El subrayado no es del original)
· El mencionado documento fue remitido al Consejo Universitario de esa entidad, mediante oficio No. AI-100-2004 de 18 de mayo del 2004.

· En Sesión No. 1707-2004, artículo IV,  inciso 4), celebrada el 21 de mayo del 2004 el Consejo Universitario, una vez conocido el documento de la Auditoría Interna, acuerda solicitar el criterio de la Oficina Jurídica de la UNED en torno a dicho documento. 

· La Oficina Jurídica mediante oficio No. O.J.2004-152, del 9 de junio del 2004, remite su criterio al Consejo Universitario respecto del caso en estudio, señalando entre otras cosas lo siguiente: “Al no haber mérito suficiente para declarar lesivos a los intereses públicos, los nombramientos indicados, y al no ser procedentes la declaración de la nulidad por la nulidad misma, recomendamos no acoger el estudio de la Auditoría en cuya página 10 indica al Consejo Universitario que: ‘Deben establecerse los procedimientos de Ley para declarar la nulidad absoluta de los nombramientos de los Jefes y Directores indicados’; discrepancia que deberá comunicar al Auditor Interno.”.  

· El Consejo Universitario en Sesión No. 1713-2004, artículo IV, inciso 4) celebrada el 1° de julio del 2004, conoce el criterio de la Oficina Jurídica y acuerda, entre otros, lo siguiente: “1. No acoger las recomendaciones de la Auditoría Interna incluidas en el estudio X-16-2003-06./ 2. Informar al Auditor Interno la discrepancia del Consejo Universitario, para lo que corresponda.” 

· Dicho acuerdo fue comunicado a la Auditoría Interna mediante el oficio No. C.U.-2004-335 de 1° de julio del 2004, el cual fue recibido por esa instancia el 2 de julio siguiente.  

· Mediante oficio No. AI-115-2004 del 20 de julio del 2004, recibido en la Secretaría del Consejo Universitario el 21 de julio siguiente, la Auditoría Interna presenta “... los motivos de disconformidad con lo resuelto por  el Consejo Universitario, con respecto al estudio de Auditoría X-16-2003-06...”.  

· La Auditoría Interna de la UNED, mediante oficio AI-116-2004, recibido en esta Contraloría el 27 de julio del 2004, indica que si el Consejo Universitario no remite a la Contraloría General el asunto en conflicto, pide aceptar ese oficio como una solicitud de dicha Auditoría para que se resuelva el caso al amparo de lo dispuesto en el artículo 38 LGCI. 

· En Sesión No. 1717-2004, celebrada el 30 de julio del 2004, el Consejo Universitario conoce el oficio No. AI-115-2004 citado en el aparte trasanterior, y considerando, entre otros, que el mencionado oficio de la Oficina Jurídica indica porqué los nombramientos realizados no tienen nulidad absoluta, evidente y manifiesta, y que el nuevo oficio de la Auditoría Interna no aporta nuevos elementos para que el Consejo considere que sus acuerdos con respecto al estudio X-16-2003-06 no sigan siendo pertinentes, acuerda, entre, otros, lo siguiente: “Mantener el acuerdo ... de la sesión 1713-2004, Art. IV, inciso 4, celebrada el 1º de julio del 2004, en relación al estudio X-16-2003-06, por cuanto este órgano discrepa con la Auditoría Interna respecto de la nulidad absoluta, evidente y manifiesta de los nombramientos realizados”. 

b) Discrepancia de criterio

La divergencia de criterio entre la Auditoría Interna y el Consejo Universitario de la UNED radica en que la primera considera que hay elementos que hacen presumir la existencia de eventuales vicios de nulidad absoluta en los procesos de nombramiento de los Jefes y Directores citados en el estudio No. X-16-2003-06, mientras que el segundo estima, apoyado en el criterio de la Oficina Jurídica de la UNED, que no existen tales elementos. 

2.
RESULTADOS 

2.1
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD DEL CASO COMO CONFLICTO



El estudio de la admisibilidad del asunto planteado por la Auditoría Interna de la UNED ante esta Contraloría, de conformidad con lo estipulado en el artículo 38 del capítulo IV de la LGCI, consiste en verificar la existencia de los requisitos enumerados en dicha Ley y otras normas, lineamientos y disposiciones vigentes en el Sector Público atinentes a la materia, los cuales, para su análisis, es posible agruparlos bajo dos aspectos fundamentales: i) requerimientos sobre el informe de auditoría y ii) comunicaciones entre la Auditoría Interna, el Jerarca y el Órgano Contralor, las cuales deben darse dentro de los términos y plazos que establece esa misma Ley.



Ya que el estudio de auditoría en comentario fue dirigido al Consejo Universitario, de manera especial se debe considerar lo establecido en los artículos 37 y 38 de la Ley General de Control Interno que literalmente preceptúan:

Artículo 37.—Informes dirigidos al jerarca. Cuando el informe de auditoría esté dirigido al jerarca, este deberá ordenar al titular subordinado que corresponda, en un plazo improrrogable de treinta días hábiles contados a partir de la fecha de recibido el informe, la implantación de las recomendaciones. Si discrepa de tales recomendaciones, dentro del plazo indicado deberá ordenar las soluciones alternas que motivadamente disponga; todo ello tendrá que comunicarlo debidamente a la auditoría interna y al titular subordinado correspondiente.

Artículo 38.—Planteamiento de conflictos ante la Contraloría General de la República. Firme la resolución del jerarca que ordene soluciones distintas de las recomendadas por la auditoría interna, esta tendrá un plazo de quince días hábiles, contados a partir de su comunicación, para exponerle por escrito los motivos de su inconformidad con lo resuelto y para indicarle que el asunto en conflicto debe remitirse a la Contraloría General de la República, dentro de los ocho días hábiles siguientes, salvo que el jerarca se allane a las razones de inconformidad indicadas. /La Contraloría General de la República dirimirá el conflicto en última instancia, a solicitud del jerarca, de la auditoría interna o de ambos, en un plazo de treinta días hábiles, una vez completado el expediente que se formará al efecto. El hecho de no ejecutar injustificadamente lo resuelto en firme por el órgano contralor, dará lugar a la aplicación de las sanciones previstas en el capítulo V de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, N° 7428, de 7 de setiembre de 1994.  (el subrayado es nuestro)



De conformidad con dichas normas, para que un conflicto se configure como tal, deben estar presentes varios elementos, los cuales analizamos a continuación para el caso en comentario:

1. Existencia de un informe de auditoría sobre control interno o de relación de hechos, elaborado de conformidad con la normativa aplicable y dirigidos al máximo jerarca institucional. 

Sobre este particular, de acuerdo con lo comentado en el punto 2.2 de este informe, el documento denominado “Estudio sobre nombramiento de Jefes y Directores” presenta deficiencias en cuanto a la presentación de los resultados, las cuales se constituyen en razón para que la divergencia de criterio que nos ocupa no esté sujeta a lo establecido en el artículo 38 de la LGCI de repetida cita.

2. Evidencia de una fecha de recibido del informe por parte del jerarca, a partir de la cual se contará el plazo improrrogable de 30 días que establece el artículo 37 de la LGCI para ordenar la implementación de las recomendaciones o plantear soluciones alternas y comunicar lo pertinente a la Auditoría Interna. Asimismo, que exista un acuerdo del jerarca (en este caso del Consejo Universitario) dentro del plazo improrrogable de 30 días hábiles contados a partir de la fecha de recibido el informe, que señale la discrepancia en relación con las recomendaciones de auditoría y que ordene soluciones alternas debidamente motivadas.

Sobre este punto, el documento de auditoría en análisis fue recibido por la Secretaría del Concejo Universitario el 21 de mayo del 2004 y el acuerdo de rechazo de dicho documento fue aprobado en la Sesión del día 1º de julio, es decir 29 días hábiles después de su recibo, lo que está dentro del plazo que señala la LGCI. 
3. Existencia de una comunicación formal al Auditor Interno del acuerdo mencionado en el punto anterior. (Se cumplió según lo establecido en el aparte de Antecedentes). Asimismo, existencia de una exposición de motivos de inconformidad por parte del Auditor Interno en los siguientes 15 días hábiles contados a partir de la comunicación del acuerdo en comentario, expresándole al jerarca su discrepancia con lo resuelto, con la indicación de que el asunto debe ser remitido a la Contraloría General de la República en los siguientes 8 días hábiles, si el jerarca no se allana a las razones de inconformidad expuestas.

Con respecto a este punto, la Secretaría del Consejo Universitario comunicó mediante oficio No. C.U.-2004-335 del 1 de julio del 2004, el acuerdo de rechazo del informe  y la Auditoría Interna expuso los “motivos de inconformidad” con oficio No. AI-115-2004 del 20 de julio, el cual fue recibido por ese Consejo el 21 de julio, es decir 13 días hábiles desde la comunicación, lo cual está dentro del plazo que establece la LGCI.  
4. Oficio del Jerarca o del Auditor Interno solicitando expresamente a esta Contraloría la resolución del conflicto de conformidad con el artículo 38 de la LGCI, oficio que debe presentarse dentro del plazo de 8 días hábiles siguientes a que la Auditoría Interna manifieste sus razones de inconformidad a lo resuelto en firme por el jerarca. 


Sobre este particular la Auditoría Interna entregó a la Secretaría del Consejo Universitario las razones de inconformidad el 21 de julio del 2004 y el Consejo Universitario se pronunció el 30 de julio siguiente —Sesión No. 1717-2004 —; es decir, el Jerarca se pronunció al sétimo día hábil. Sin embargo, el conflicto fue presentado por la Auditoría Interna a esta Contraloría el 27 de julio de ese año, lo que significa que el eventual “conflicto” fue presentado de forma previa a que se pudiera configurar como tal, ya que fue entregado sin que se hubiera formalizado a esa fecha que el Consejo Universitario no se allanaría a las “razones de inconformidad” manifestadas por dicha Auditoría Interna.



Por lo comentado en los puntos anterior, la divergencia en comentario no se configura como un conflicto a dirimir en los términos expuestos por el artículo 38 del capítulo IV de la LGCI, situación que supondría un rechazo de la solicitud planteada por la Auditoría Interna de la UNED a esta Contraloría General.  No obstante, con base en las competencias de este Despacho y considerando la naturaleza y vigencia del asunto, así como la relevancia de la materia, la forma en que fue atendido el referido documento y que los hechos determinados y consignados en dicho estudio por la Auditoría Interna no han sido refutados, este Órgano Contralor encontró pertinente y útil realizar un estudio especial al respecto y disponer lo que corresponda. 

2.2
DEL DOCUMENTO DE AUDITORIA DENOMINADO “ESTUDIO SOBRE NOMBRAMIENTO DE JEFES Y DIRECTORES”
De previo a referirse específicamente al documento de auditoría en comentario, es menester indicar que el artículo 35 de la LGCI establece en el párrafo final lo siguiente: “La comunicación oficial de resultados de un informe de auditoría se regirá por las directrices emitidas por la Contraloría General de la República”.  Agrega además esta norma que “los hallazgos, las conclusiones y recomendaciones de los estudios realizados ... deberán comunicarse oficialmente”. 

Sobre la comunicación de informes, el instrumento principal emitido por este Órgano Contralor que regulaba ese particular y que estaba vigente al momento en que fue elaborado el referido documento de auditoría, era el “Manual para el ejercicio de la auditoría interna en las entidades y órganos sujetos a la fiscalización de la Contraloría General de la República”
, específicamente en la sección VI de ese manual titulada “Comunicación de resultados”, y que establece, en lo que interesa resaltar, lo siguiente:

· la “comunicación de resultados debe hacerse por escrito” (párrafo 2º de la introducción),

· los “hechos y otra información pertinente obtenida en el transcurso de la auditoría o estudio especial de auditoría debe ser comentada con los funcionarios responsables, a efecto de obtener de ellos sus puntos de vista, opiniones y cualquier información adicional, y a lograr a la vez, facilitar cualquier acción correctiva” (párrafo 3º de la introducción), 

· los “capítulos o secciones más importantes del texto de un informe” son: Introducción, Comentarios —Hallazgos—, Conclusiones y Recomendaciones, (punto 1.2)

· en la sección “Introducción” del informe de auditoría se debe indicar el “origen”, el “objetivo o propósito”, el “alcance”, el “período revisado” y las “limitaciones” de la auditoría o estudio especial de auditoría, (inciso a. del punto 1.2)

· en el capítulo de “Hallazgos” se debe consignar “los resultados obtenidos” del estudio de auditoría, también se debe hacer “referencia a los puntos de vista y opiniones de la administración”(inciso b. del punto 1.2), y 

· las “conclusiones deben formular ... la opinión del auditor en relación con los hechos y otra información obtenida en el transcurso de la auditoría o estudio especial de auditoría”. Agrega que una conclusión “debe ser ... una deducción lógica, consecuencia de un hecho o de una situación, o de un conjunto de hechos”. (inciso c. del punto 1.2)

En cuanto al contenido del documento denominado “Estudio sobre nombramiento de Jefes y Directores” se debe indicar que éste inicia, sin que medie título alguno, con la transcripción de los artículos 25 y 35 del Estatuto Orgánico de la UNED
, 10 del Estatuto de Personal y 1, 2, 4, 15, 16, 17 y 18 del “Reglamento de Concursos para la Selección de Personal”.  Además, se cita y transcribe parte del oficio No. 9456 del 29 de agosto del 2003 de esta Contraloría y del pronunciamiento No. C-078-95 del 4 de abril de 1995 de la Procuraduría General.

De seguido, después de realizar un comentario, bajo el título “III.- Conclusión”, se indica que “En resumen y, a manera de conclusión, es la opinión de este Despacho que en este caso la renovación del nombramiento de una jefatura sin haber cumplido con las disposiciones pertinentes, vicia de nulidad absoluta el acto de nombramiento”. Cabe indicar que hasta este punto del referido documento de auditoría no se habían expuesto casos concretos de nombramiento de jefaturas de la UNED.  Posteriormente se presentan lo que parecen ser los hallazgos del estudio con algunos comentarios en relación con ellos
, después de lo cual se plantean las recomendaciones.

Con base en la información remitida a esta Contraloría, el análisis del documento en comentario a la luz de las normas y lineamientos emitidas por esta Contraloría, permitió colegir lo siguiente:

a) El documento no posee una estructura de títulos que ubique al lector. 
b) No se incluyó una sección o capítulo de introducción, en la cual se señalara el origen del estudio, el objetivo o propósito de la auditoría, así como el alcance del estudio, elementos que son de suma importancia y que deben estar presentes en todo informe de auditoría, de acuerdo con lo establecido en el aparte 1.2 del capítulo VI del “Manual para el ejercicio de la auditoría interna en las entidades y órganos sujetos a la fiscalización de la Contraloría General de la República. ”.
c) En el documento no se indicó que en la realización del estudio se observaron las normas técnicas de auditoría emitidas por la Contraloría General
, de conformidad con lo que establece el inciso iv, aparte a), punto 1.2, capítulo VI del “Manual para el ejercicio de la auditoría interna en las entidades y órganos sujetos a la fiscalización de la Contraloría General de la República.”.
d) Los hechos o hallazgos obtenidos en el estudio de auditoría de marras no fueron discutidos con la Administración activa, de previo a la remisión del documento denominado “Estudio sobre nombramiento de Jefes y Directores”, como lo establece el capítulo VI del “Manual para el ejercicio de la auditoría interna en las entidades y órganos sujetos a la fiscalización de la Contraloría General de la República” y los artículos 23 y 24 de los “Lineamientos generales que deben observarse en la promulgación del reglamento de organización y funciones de las unidades de auditoría interna”.
e) De la lectura del informe se colige que no se arribó a conclusiones sobre los hechos o hallazgos determinados en el estudio, de acuerdo con lo que establece el inciso c) del punto 1.2 del Capítulo VI de repetida cita. Sobre este particular, en el documento en análisis solo se incluyó una “conclusión”, la cual está relacionada con lo que parecen ser los “criterios”
 utilizados por la Auditoría Interna para sustentar la recomendación en “conflicto”. Por otra parte, en punto a esta “conclusión” resulta importante señalar que es de carácter general y no es “una deducción” de los hallazgos expuestos por la Auditoría Interna en dicho documento, como lo establece el mencionado inciso c), sino de los criterios antes citados. 

En conclusión, de conformidad con el análisis precedente del documento denominado “Estudio sobre  nombramiento de Jefes y Directores”, se estima que el mismo no cumple en forma satisfactoria con la normativa emitida por esta Contraloría en relación con la comunicación de resultados de estudios de auditoría, de conformidad con lo establecido en el capítulo VI del “Manual para el ejercicio de la auditoría interna en las entidades y órganos sujetos a la fiscalización de la Contraloría General de la República.”
2.3 SOBRE LOS ASPECTOS DE FONDO
De conformidad con los documentos que constan en el expediente, se determina que la diferencia de criterios existente entre la Auditoría Interna y el Consejo Universitario se relaciona con la existencia o no de vicios que podrían provocar la nulidad absoluta de los nombramientos citados por la primera en el documento “Estudio sobre  nombramiento de Jefes y Directores” en la UNED.

En vista de ello y de que el fondo de la divergencia trata de un asunto meramente jurídico, mediante oficio No. 1848 (DDI-14) se requirió el criterio de la División de Asesoría y Gestión Jurídica de esta Contraloría “en cuanto a si hay elementos que lleven a suponer la existencia de una eventual ‘nulidad absoluta’ de los nombramientos señalados por la Auditoría Interna”. 

Con memorial No DAGJ-0836-2006 del 5 de abril del presente año, la referida División de Asesoría y Gestión Jurídica emitió su opinión en torno al criterio requerido, el cual, no obstante su considerable extensión, nos permitimos transcribir seguidamente en la parte que interesa:

“III.-  Criterio para resolver

Sobre la caducidad

El artículo 173.4 de la Ley General de la Administración Pública establece que la potestad de revisión oficiosa consagrada en esa norma caducará en cuatro años.

Asimismo, el artículo 35.1 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa dispone que cuando la propia Administración autora de algún acto declarativo de derechos, pretendiere demandar su anulación ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, deberá previamente declararlo lesivo a los intereses públicos, económicos o de otra naturaleza, en el plazo de cuatro años, a contar de la fecha en que se hubiere sido dictado. 

Cabe señalar que por tratarse de un plazo de caducidad, éste no puede ser interrumpido ni suspendido, por lo que tanto el dictado el acto de anulación en vía administrativa, como la declaratoria de lesividad para demandar su anulación en vía judicial, debe ser realizada por la Administración dentro del plazo de cuatro años. 

En ese sentido, el autor BARRACHINA JUAN en su Diccionario de Derecho Público1 señala que la caducidad de la acción o la decadencia de los derechos es una institución jurídica que tiene lugar cuando la ley o la voluntad de los particulares señalan un plazo fijo para la duración de un derecho, de modo tal que,  transcurrido este, ya no puede  ser ejercitado.  Según este autor, se admite en la doctrina científica que la caducidad no es susceptible de  interrupción y que para evitarla, se debe ejercitar, en el plazo concedido, la acción correspondiente, cuya extinción  se produce de modo automático, sin que tenga que ser  solicitada  por aquellos a  quienes  puede beneficiar.  Finalmente, 

______________________________________

1BARRACHINA JUAN, (Eduardo). Diccionario de Derecho Público, Madrid, Ediciones y Publicaciones Universitarias, pag 93

dicho autor considera que la caducidad es un hecho jurídico-administrativo, que nunca puede ser considerado como un acto, pues solamente tiene en cuenta el transcurso del tiempo. En síntesis, podemos decir que la caducidad es la pérdida de un derecho o acción por no ejercerlos dentro del plazo y condiciones fijadas por la Ley o las convenciones.

La Sala Constitucional en el voto 2134-95 de las quince horas del dos de mayo de mil novecientos noventa y cinco sobre este instituto jurídico indicó: 

‘Primeramente debe señalarse que la figura jurídica de la caducidad se caracteriza por lo siguiente: 1) Con anterioridad debe haber surgido una situación jurídica de posibilidad axiológica, 2) Cuya falta de ejercicio en una forma determinada, produzca su extinción, 3) Plazo corto y rígido para el cumplimiento de un acto, de lo contrario se pierde el derecho (es un plazo al que no se le aplica ni la interrupción ni la suspensión), 4) Tiene eficacia innovativa- extintiva’

Sobre la caducidad contenida en el artículo 173.4 de la Ley General de la Administración Pública, la Procuraduría  General de la República ha indicado:

‘5.- De lo expuesto hasta aquí podemos tener por establecido lo siguiente: a) que la vía contemplada por la normativa comentada para que la Administración pueda anular en sede administrativa sus propios actos declaratorios de derechos sin acudir al juicio contencioso de lesividad, tiene un carácter excepcional. b) que el término  para efectuar la declaratoria de nulidad del acto es de caducidad, y por ello, opera hasta tanto ésta se haga efectiva por parte de la Administración; en este caso, la propia declaratoria de nulidad del nombramiento. c) La interposición de un recurso de amparo no tiene la virtud de interrumpir ni suspender el plazo de caducidad que comienza a contarse desde la emisión del acto presuntamente nulo. 6.- Las anteriores consecuencias son congruentes con el fin que inspira la normativa que regula esta potestad, cual es brindar seguridad jurídica a los administrados a cuyo favor se hayan declarado derechos subjetivos de algún tipo a través de un acto administrativo. Ello requiere indefectiblemente que el término para hacerlo sea absolutamente rígido, pues de lo contrario, habría total incertidumbre y se vería desnaturalizado el límite que se establece precisamente a través del plazo de los cuatro años, a fin de que no se vea sujeto a circunstancias de cualquier naturaleza que pudieran presentarse durante los trámites previos a la declaratoria de nulidad, -sea el desarrollo del proceso administrativo ordinario y la solicitud de criterio a este Despacho-, gestiones que de ningún modo tienen la cualidad de interrumpir o suspender el transcurso del plazo en cuestión.’ (Dictamen C-044-95 de 8 de marzo de 1995. Sobre el mismo tema, pueden verse también, entre otros, los dictámenes Nos. C-182-89 de 4 de octubre de 1989; C-032-92 de 17 de febrero de 1992; C-111-93 de 24 de agosto de 1993; C-117-95 de 31 de mayo de 1995; C-141-95 de 21 de junio de 1995; C-030-96 de 19 de febrero de 1996, C-037-99 de 11 de febrero de 1999, C-040-2000 del 3 de marzo del 2000, C-043-2000 del 3 de marzo del 2000 y C-050-2000 del 16 de marzo del 2000)2’ 

En el presente caso se pudo constatar, con base en el Estudio de Auditoría X-16-2003-06, que los nombramientos objeto de la presente consulta fueron acordados por el Consejo Universitario en las siguientes fechas:

· Víctor Aguilar Carvajal, Director Financiero: Sesión 1474-2000, Art. IV, inciso 12) del 25 de octubre de 2000.  (ver folio 062 del Ampo No. 1 rotulado Estudio Art. 38 Ley General Control Interno)

________________________

2Ver dictamen C-026-2005 21 de enero del 2005.
· Alberto Cordero Fernández, Jefe Oficina de Control de Presupuesto: Sesión 1474-2000, Art. IV, inciso 12-a) del 25 de octubre de 2000.  (ver folio 062 del Ampo No. 1 rotulado Estudio Art. 38 Ley General Control Interno)

· Julián Monge Nájera, Director de Producción de Materiales Didácticos: Sesión 1492-2001, Art. IV, inciso 2-a) del 2 de marzo de 2001. (ver folio 062 del Ampo No. 1 rotulado Estudio Art. 38 Ley General Control Interno)

· Celín Arce Gómez, Jefe Oficina Jurídica: Sesión 1607-2002, Art. IV, inciso 1) del 15 de noviembre de 2002. (ver folio 062 del Ampo No. 1 rotulado Estudio Art. 38 Ley General Control Interno)

· Rodrigo Alfaro Monge, Jefe del Centro para el mejoramiento de los Procesos Académicos: Sesión 1661-2003, Art. IV, inciso 5) del 7 de agosto de 2003. (ver folio 062 del Ampo No. 1 rotulado Estudio Art. 38 Ley General Control Interno)

· Jorge Trejos Montalbán, Jefe de la Oficina de Contabilidad: Sesión 1488-2001, Art. IV, inciso 4), del 16 de febrero de 2001. (ver folio 064 del Ampo No. 1 rotulado Estudio Art. 38 Ley General Control Interno)

· Mabel León Blanco, Jefe de la Oficina de Presupuesto: Sesión 1601-2002, Art. IV, inciso 10, del 10 octubre de 2002. (ver folio 065 del Ampo No. 1 rotulado Estudio Art. 38 Ley General Control Interno)

De conformidad con lo indicado líneas atrás, se observa que en el caso de los nombramientos de los señores Víctor Aguilar Carvajal, Alberto Cordero Fernández, Julián Monge Nájera y Jorge Trejos Montalbán, ya operó el plazo de caducidad dispuesto en los artículos 173 de la Ley General de la Administración Pública y 35.1 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, razón por la cuál esta División no se pronunciará sobre dichos nombramientos.

Sobre  el nombramiento de los Directores y Jefes de Oficina

El artículo 15 del Reglamento de Concursos para la Selección de Personal dispone en lo que interesa, lo siguiente:

‘... El nombramiento de los Directores y Jefes de Oficina se regirá por las siguientes normas específicas: 

a. Corresponde al Consejo Universitario nombrar por votación de al menos dos terceras partes del total de sus miembros a los Directores y Jefes de las unidades Académicas y Administrativas, tanto para ocupar la plaza en propiedad como en forma interina. Todo nombramiento mayor de seis meses será definido, en primera instancia, mediante concurso interno, y en segunda instancia, cuando se requiera, por concurso mixto. (...(
h. En todo concurso deberán existir al menos tres oferentes que cumplan requisitos mínimos del puesto, en caso contrario la Oficina de Recursos Humanos procederá a sacar nuevamente el concurso en un plazo no mayor de 15 días hábiles. De persistir la situación, el Consejo Universitario decidirá.’.

De conformidad con el texto transcrito, esta División es del criterio que tratándose de nombramientos mayores de seis meses el inciso a), del artículo 15, es claro al señalar que la Administración debe acudir en primera instancia a un concurso interno y, en segunda instancia, al concurso mixto, debiendo entenderse que cuando la norma señala que este último se hará ‘cuando se requiera’, se refiere al supuesto en que se haya promovido un concurso interno (en primera instancia)  y no se haya podido hacer el nombramiento, tal y como sucede en el caso de que no existan al menos tres oferentes que cumplan los requisitos mínimos del puesto. 

En ese sentido, consideramos que la interpretación que hace el Consejo Universitario en la Sesión 1733-2004, Art. IV, inciso 3), del 22 de octubre de 2004 es contraria a la norma interpretada, toda vez que el inciso a), del artículo 15, no indica que dicho Consejo pueda decidir discrecionalmente la forma en que se realizará el nombramiento en caso de que no se pueda hacer mediante el concurso interno (primera instancia). 

La discrecionalidad a la que hace referencia el Consejo, la otorga el Reglamento en el inciso h), del artículo 15, únicamente en el supuesto en que se haya efectuado el segundo concurso y persista la situación de que no existan al menos tres oferentes que cumplan requisitos mínimos del puesto, caso en el cuál, efectivamente, el Consejo Universitario decidirá.

Cabe indicar que en este último caso, la norma no establece ningún tipo de procedimiento a seguir por parte del Consejo Universitario para hacer el nombramiento, por lo que al no estar reglado se debe acudir a la figura de la discrecionalidad administrativa, que se informa bajo las reglas de la lógica, la técnica y la razonabilidad, tal y como lo dispone el artículo 16 de la Ley General de la Administración Pública.

En ese sentido, esta División considera que la interpretación del Consejo Universitario en los términos expuestos en la sesión 1733, constituye una derogación singular del Reglamento de Concursos para la Selección de Personal, la cual no es permitida por el ordenamiento jurídico de conformidad con el principio de legalidad proclamado en los artículos 11 de la Constitución Política y  de la Ley General de la Administración Pública.

Sobre la renovación de los nombramientos de los Directores y Jefes de las Unidades Administrativas

El artículo 25, inciso Ch2), del Estatuto Orgánico de la UNED señala como parte de las funciones del Consejo Universitario ‘Nombrar al Auditor, a los Directores y Jefes de las Unidades Administrativas, por plazos definidos de seis años, por votación de al menos dos terceras partes del total de sus miembros’.

Asimismo, en el inciso Ch4), se establece que los nombramientos señalados en los incisos ch1), y ch2), podrán ser renovados por una única vez, previa participación en la lista de elegibles correspondiente. 

Sobre el nombramiento del señor Celín Arce Gómez

De acuerdo con la documentación remita a esta División, se pudo constatar que en el Acta No. 1597-2002 el Consejo Universitario conoció el oficio ORH-RS-02-588 del 19 de setiembre de 2002, suscrito por el Jefe de la Oficina de Recursos Humanos, en el que informa que en el concurso interno de Jefe de la Oficina Jurídica se presentaron únicamente dos candidatos.

Al respecto, dicho Consejo acuerda dar por cerrado el concurso interno del Jefe de la Oficina Jurídica por falta de terna y solicitar a la Oficina de Recursos Humanos que continúe con el procedimiento establecido en el Artículo 15, inciso h), del Reglamento de Concurso para la Selección de Personal, en el sentido de que proceda a abrir nuevamente el concurso interno para el puesto de Jefe de la Oficina Jurídica. (ver folio 302 del Ampo No. 1 rotulado Estudio Art. 38 Ley General Control Interno).

Posteriormente, en el Acta No. 1601 del 10 de octubre de 2002 el Consejo Universitario conoce el oficio ORH-RS-02-689 de 7 de octubre de 2002, suscrito por el Jefe de la Oficina de Recursos Humanos, en el que informa que se procedió con la segunda convocatoria a concurso para la plaza correspondiente  a la Jefatura de la Oficina Jurídica y participaron los Licenciados Jimmy Bolaños González y Celín Arce Gómez.

El Consejo acuerda dar por cerrado el proceso de concurso interno, en vista de que no hay terna y con el propósito de valorar la posibilidad del nombramiento, de acuerdo con la facultad que tiene el Consejo Universitario, según el Artículo 25, inciso Ch 2), se invita a los participantes a realizar una presentación de su proyecto ante el Consejo Universitario en la próxima sesión ordinaria, a celebrarse el 18 de octubre del 2002, a las 10:30 a.m. (ver folio 306 y 307 del Ampo No. 1 rotulado Estudio Art. 38 Ley General Control Interno).

Por último, en el Acta 1607-2002 de 15 de noviembre de 2002, el Consejo Universitario acuerda nombrar al Lic. Celin Arce Gómez como Jefe de la Oficina Jurídica, por un período de seis años (del 16 de noviembre del 2002 al 15 de noviembre del 2008) (ver folio 313 del Ampo No. 1 rotulado Estudio Art. 38 Ley General Control Interno).

De conformidad con los hechos antes referidos, esta División considera que en el nombramiento del señor Celín Arce Gómez se incumplió lo dispuesto en el artículo 15 del Reglamento de Concursos para la Selección de Personal, toda vez que la Administración en forma errónea interpretó que de acuerdo con el inciso h), de ese artículo, en caso de no fructificar el concurso interno por no existir al menos tres oferentes que cumplan requisitos mínimos del puesto, se debía repetir el concurso interno y, de persistir esta situación, el Consejo decidiría.

En ese sentido, en la motivación del Acuerdo tomado el Acta No. 1597-2002, el Presidente del Consejo Universitario dice:

‘... Se incluyó una nota remitida por don Gustavo Amador, en relación con el concurso de la Jefatura de la Oficina Jurídica, en el cual se presentaron dos candidatos, y de acuerdo con lo que se ha normado en el Artículo 15 de Reglamento de Concursos para Selección de Personal, que era específico para jefes y Directores, el inciso h) indica, que si se hace concurso interno y no hay terna debe repetirse el proceso y abrirse nuevamente el concurso interno, si en el segundo proceso se repite la situación, entonces el Consejo Universitario decide, es lo que dice dicho inciso...’.

Cabe señalar que en el inciso h), del artículo 15, no se indica que en caso de no existir al menos tres oferentes que cumplan requisitos mínimos del puesto, la Oficina de Recursos Humanos debe repetir el proceso y abrir nuevamente el concurso interno, sino que lo que indica es que la ‘Oficina de Recursos Humanos procederá a sacar nuevamente el concurso en un plazo no mayor de 15 días hábiles’, lo cual del análisis integral de la norma y, específicamente, del inciso a), se debe entender que este concurso ya no sería interno sino mixto.

Es por ello que al haberse promovido nuevamente un concurso interno en el caso del nombramiento del Jefe de la Oficina Jurídica, se incumplió lo dispuesto en el inciso a), del artículo 15, toda vez que al no haber podido constituir la terna que exige el inciso h), de ese mismo artículo, se debió abrir un concurso mixto y sólo en caso de que éste no fructificara, el Consejo podría decidir en forma discrecional.

No obstante lo anterior, en el caso del nombramiento del señor Arce, el Consejo promovió dos concursos internos en los cuales no se pudo conformar la terna y, posteriormente, acordó invitar a los dos participantes del segundo concurso interno a presentar su proyecto ante el Consejo Universitario y con base en este resolver el nombramiento, lo cual como se expuso líneas atrás no era jurídicamente viable de acuerdo con las reglas establecidas en el artículo 15, tantas veces citado.

Dada esta situación, esta División considera que en la especie, existe un vicio en el procedimiento para nombrar al Jefe de la Oficina Jurídica de la UNED, que provoca la nulidad absoluta de dicho nombramiento, tal y como se analizará más adelante. 

Sobre el nombramiento del señor Rodrigo Alfaro Monge

De acuerdo con la documentación remita a esta División, se pudo constatar que en el Acta No. 1649-2003 el Consejo Universitario conoció el oficio ORH-RS-03-204 de 07 de mayo de 2003, suscrito por el Jefe de la Oficina de Recursos Humanos, en el que informa que en el concurso interno de Jefe del Centro para el Mejoramiento de los Procesos Académicos, se postuló como único candidato el M.Sc. Rodrigo Alfaro Monge.

Al respecto, dicho Consejo acuerda solicitar a la Oficina de Recursos Humanos que se convoque nuevamente a concurso interno para el puesto de Jefe del Centro para el Mejoramiento de los Procesos Académicos (ver folio 332 del Ampo No. 1 rotulado Estudio Art. 38 Ley General Control Interno).

Posteriormente, en el Acta No. 1661-2003 del 07 de agosto de 2003, el Consejo Universitario conoce el oficio ORH-RS-03-301 de 23 de junio de 2003, suscrito por el Jefe de la Oficina de Recursos Humanos, en el que informa sobre el resultado de la segunda convocatoria del concurso de Jefe del Centro para el Mejoramiento de los Procesos Académicos.

El Consejo acuerda normar al M.S.c Rodrigo Alfaro Monge como Jefe del Centro para el Mejoramiento de los Procesos Académicos, por un período de cuatro años (del 8 de agosto del 2003 al 7 de agosto del 2007), según el acuerdo tomado en sesión 1565-2002, Art. III, Inciso 5). (Ver folios 325 y 326 del Ampo No. 1 rotulado Estudio Art. 38 Ley General Control Interno).

De conformidad con los hechos antes referidos y al igual que el caso visto en el apartado anterior, esta División considera que en el nombramiento del señor Rodrigo Alfaro Monge se incumplió lo dispuesto en el artículo 15 del Reglamento de Concursos para la Selección de Personal, toda vez que la Administración en forma errónea interpretó que de acuerdo con el inciso h), de ese artículo, en caso de no fructificar el concurso interno por no existir al menos tres oferentes que cumplan requisitos mínimos del puesto, se debía repetir el concurso interno y de persistir esta situación el Consejo decidiría.

Cabe señalar que en el inciso h), del artículo 15, no se indica que en caso de no existir al menos tres oferentes que cumplan requisitos mínimos del puesto, la Oficina de Recursos Humanos  debe repetir el proceso y abrir nuevamente el concurso interno, sino que lo que indica es que la ‘Oficina de Recursos Humanos procederá a sacar nuevamente el concurso en un plazo no mayor de 15 días hábiles’, lo cual del análisis integral de la norma y específicamente del inciso a), se debe entender que este concurso ya no sería interno sino mixto.

Es por ello que al haberse promovido nuevamente un concurso interno en el caso del nombramiento del Jefe del Centro para el Mejoramiento de los Proceso Académicos, se incumplió lo dispuesto en el inciso a), del artículo 15, toda vez que al no haber podido constituir la terna que exige el inciso h) de ese mismo artículo, se debió abrir un concurso mixto y sólo en caso de que éste no fructificara, el Consejo podría decidir en forma discrecional.

No obstante lo anterior, en el caso del señor Alfaro Monge, el Consejo promovió dos concursos internos, procediendo a nombrar a dicho funcionario en el segundo concurso, lo que como se expuso líneas atrás no era jurídicamente viable de acuerdo con las reglas establecidas en el artículo 15, tantas veces citado.

Dada esta situación, esta División considera que en la especie, existe un vicio en el procedimiento para nombrar al Jefe del Centro para el Mejoramiento de los Proceso Académicos, que provoca la nulidad absoluta de dicho nombramiento, tal y como se analizará más adelante. 

Sobre el nombramiento de la señora Mabel León Blanco

De acuerdo con la documentación remita a esta División, se pudo constatar que en el Acta No. 1601-2002 el Consejo Universitario conoció el oficio ORH-RS-02-486 de 21 de agosto de 2002, suscrito por el Jefe de la Oficina de Recursos Humanos, en el que remite el perfil del Jefe de la Oficina de Presupuesto.

Al respecto, dicho Consejo con base en la facultad que le otorga el Artículo 25, inciso ch-2) del Estatuto Orgánico acuerda renovar el nombramiento de la Licda. Mabel León Blanco, como Jefe de la Oficina de Presupuesto, por un período de seis años, del 16 de octubre del 2002 al 15 de octubre de 2008. (ver folio 332 del Ampo No. 1 rotulado Estudio Art. 38 Ley General Control Interno).

De conformidad con el Acta antes citada, se tuvo por acreditado que en la motivación de la renovación del nombramiento de la señora León Blanco no se hace referencia a que dicha funcionaria integraba la lista de elegibles correspondiente al cargo para el cual se le estaba renovando su nombramiento, lo cual era un requisito exigido por la norma supra citada. 

Dada esta situación, esta División considera que en la especie, existe un vicio en el procedimiento seguido por el Consejo Universitario para renovar el nombramiento de la Jefe de la Oficina de Presupuesto, que provoca la nulidad absoluta de dicha renovación, tal y como se analizará más adelante.

Sobre la nulidad absoluta

El artículo 165 de la Ley General de la Administración Pública (LGAP) dispone que ‘La invalidez podrá manifestarse como nulidad absoluta o relativa, según la gravedad de la violación cometida’.

Este artículo, como se indicó en el oficio 9456 de 29 de agosto de 2003, viene a ser desarrollado por los numerales 166 y 167 del mismo cuerpo normativo, que establecen que habrá nulidad absoluta cuando falten totalmente uno o varios de sus elementos constitutivos  y, existirá nulidad relativa, cuando uno de sus elementos constitutivos sea imperfecto, salvo que se impida la realización del fin. 

Aunado a ello, el numeral 223 de la Ley General de la Administración Pública señala:

‘1. Sólo causará nulidad de lo actuado la omisión de formalidades sustanciales del procedimiento.

2. Se entenderá como sustancial la formalidad cuya realización correcta hubiera impedido o cambiado la decisión final en aspectos importantes, o cuya omisión causare indefensión.’

De acuerdo con el texto transcrito, queda claro que el ordenamiento califica como sustancial aquella formalidad del procedimiento cuya realización correcta hubiera impedido o cambiado la decisión final en aspectos importantes, o cuya omisión causare indefensión.

En el presente caso, tratándose de un procedimiento de concurso tendiente a la selección de la persona más idónea para ocupar un cargo dentro de la Administración Pública, el hecho de que  se haya llevado a cabo un segundo concurso interno en lugar del concurso mixto (segunda instancia), pudo haber cambiado la decisión final en cuanto a la persona escogida para el cargo, ya que hubieran podido participar otras personas, además de las que en ese momento laboraban en la Institución.

En ese mismo sentido, y tal como se indicó en el oficio 9456, el hecho de que se haya renovado el nombramiento de una persona que ocupa el cargo de Jefatura, sin haber acudido a la lista de elegibles correspondiente, también pudo haber variado la decisión, por cuanto podrían existir en esa lista personas más idóneas que la que se nombró en ese momento.

Cabe señalar que, a criterio de esta División, el hecho de que el cambio en la decisión final sea una probabilidad, no implica que el vicio apuntado deje de provocar la nulidad absoluta del acto cuestionado, ya que la única forma de tener plena certeza de que la correcta realización de la formalidad cambiaría la decisión final, es mediante el trámite de un nuevo procedimiento que cumpla con lo dispuesto en el Reglamento de Concurso para la Selección de Personal, lo que sólo se podrá corroborar, una vez anulado el actual nombramiento.

Es por ello que si se aceptara la interpretación del Consejo Universitario sobre este punto, la norma sería de imposible aplicación por cuanto nunca se podrá tener plena certeza de que la decisión final sería distinta, hasta que se corrija el defecto y se forme nuevamente la voluntad administrativa.

En razón de lo anterior, esta División considera que en los nombramientos de los señores Celín Arce Gómez, Rodrigo Alfaro Monge y Mabel León Banco, el acto de nombramiento podría comportar un vicio tanto en el procedimiento –vid. artículo 129 de la LGAP- como en el contenido –vid. artículo 132 de la LGAP-, ya que no se siguió el medio de selección previsto en el ordenamiento, situación que provoca que el contenido del acto se vea afectado, por cuanto de haberse observado el trámite establecido, la decisión final podría haber variado.

En consecuencia, estimamos que los vicios que contienen dichos nombramientos, se enmarcan como una nulidad absoluta, al omitirse  formalidades sustanciales.

En ese sentido, es importante reiterar la cita transcrita por esta División en el oficio 9456, en la cuál la Procuraduría General de la República mediante oficio C-078-95 de 4 de abril de 1995, en un caso similar al presente, se refiere al carácter sustancial del incumplimiento del procedimiento para el ejercicio de la competencia de nombramiento, cita que dice:

‘La falta de concurso interno, implica el incumplimiento de un procedimiento -fase preparatoria y de instrucción- sustancial para el ejercicio de la competencia de nombramiento. Este último requisito resulta sustancial por dos razones. La primera, por la necesidad de comprobar el motivo que justifica la emisión del acto, sea la idoneidad para el cargo. La segunda, deriva de la necesidad de conceder oportunidad y reconocimiento a los derechos y voluntad del administrado, en el caso los servidores interesados; y a que no se produzca un trato discriminatorio, favorable a un grupo de administrados, servidores en este caso. (arts. 33 y 39 de la Constitución Política)’

En consecuencia, como bien lo señala el oficio 9456, tenemos que para el caso que nos ocupa, la  observancia del mecanismo procedimental correspondiente  es  sustancial para el dictado del acto administrativo y, es precisamente la inobservancia de éste (es decir, del medio de selección previsto en el ordenamiento), entre otras razones, la causa de la nulidad absoluta del acto emitido.

En relación con lo manifestado por el Consejo Universitario con respecto al hecho de que los nombramientos no hayan sido impugnados por terceras personas y que además éstos cumplen el fin público perseguido por ser los servidores escogidos idóneos para el cargo, esta División discrepa de dicha tesis por las siguientes razones.

En primer lugar, consideramos que la circunstancia de que el acto administrativo no haya sido impugnado por personas que pudieron haber concursado para el cargo, no subsana de forma alguna la existencia de vicios que provoquen la nulidad absoluta del acto, el cual valga recordar no es posible sanear ni convalidar, según lo señala el artículo 172 de la Ley General de la Administración Pública.

Aunado a ello, discrepamos del criterio del Consejo Universitario al afirmar que el hecho de que no haya sido impugnado es razón suficiente para calificar de relativa la nulidad del acto, toda vez que dicha calificación depende de la gravedad del vicio que afecta los elementos del acto administrativo y no de la impugnación por parte de terceros afectados.

En segundo lugar, esta División discrepa del criterio vertido por el Consejo Universitario al afirmar que el acto cuestionado no es lesivo para el interés público en razón de que las personas actualmente nombradas son consideradas idóneas para el cargo.

Al respecto y como prueba de la incorrecta valoración por parte del Consejo, resulta de gran utilidad reseñar lo dicho por la Procuraduría General de la República en un caso similar: 

‘... El funcionamiento del Estado resulta afectado por la omisión en el cumplimiento de los trámites previstos para dichos nombramientos, con violación del requisito de idoneidad comprobada para ejercer cargos públicos constitucionalmente previstos. Luego, no se protegió los derechos de otros administrados, los servidores no elegidos, al favorecerse a un grupo de estos, con violación del principio constitucional de igualdad, mediante la omisión del procedimiento de selección normativamente previsto. Finalmente, resultó afectado el interés público o de la comunidad como resultado no solo de aquellas violaciones sino de la afectación del servicio público como efecto de no haberse seguido el procedimiento de escogencia de los candidatos más idóneos....’. (ver oficio C-078-95 de 4 de abril de 1995)
De acuerdo con el texto transcrito queda claro que el incumplimiento del procedimiento establecido para el nombramiento de funcionarios en la Administración Pública es lesivo para el interés público, por cuanto se afecta el servicio público al no haberse seguido el procedimiento correcto para escoger los candidatos más idóneos y por no proteger los derechos de otros administrados que pudieron haber participado en un concurso mixto, con violación del principio de igualdad y del derecho al trabajo.

IV.- Conclusión:

En resumen y a manera de conclusión, es la opinión de esta División que en el caso de los  señores Celín Arce Gómez, Rodrigo Alfaro Monge y Mabel León Banco, existen elementos suficientes para presumir la existencia de vicios que podrían provocar la nulidad absoluta de los nombramientos y la renovación de nombramiento de dichos funcionarios, respectivamente.” (Cabe señalar que todos los subrayados no constan en el original).

3.
CONCLUSIONES

Del análisis de la información remitida sobre la divergencia de criterio surgida entre el Consejo Universitario y la Auditoría Interna de la Universidad Estatal a Distancia, en relación con el documento denominado “Estudio sobre nombramiento de Jefes y Directores” y del criterio antes transcrito emitido por la División de Asesoría y Gestión Jurídica de esta Contraloría se concluye lo siguiente:  

i) La Auditoría Interna no comunicó los resultados del estudio que dio origen a ese documento de conformidad con el “Manual para el ejercicio de la auditoría interna en las entidades y órganos sujetos a la fiscalización de la Contraloría General de la República”.

ii) Para el caso de los señores Celín Arce Gómez, Rodrigo Alfaro Monge y Mabel León Blanco, existen elementos suficientes para presumir la existencia de eventuales vicios que podrían provocar la nulidad absoluta de los nombramientos y la renovación de nombramiento de dichos funcionarios, respectivamente. 

4.
DISPOSICIONES

De conformidad con las consideraciones anteriores, con fundamento en las potestades constitucionales y legales conferidas, y bajo la advertencia de las regulaciones del artículo 69 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República  y el Capítulo V de la Ley General de Control Interno, se dispone:

4.1
Al Consejo Universitario

4.1.1 Dado que del análisis efectuado se evidencia que existen elementos suficientes para presumir la existencia de vicios que podrían provocar la nulidad absoluta de los nombramientos y la renovación de nombramiento, respecto de los funcionarios Celín Arce Gómez, Rodrigo Alfaro Monge y Mabel León Blanco, debe esa Administración acudir a las vías que el ordenamiento jurídico establece para la eventual nulidad de dichos nombramientos, gestiones que en lo que a esa Administración se refiere deben iniciarse a más tardar 10 días hábiles después del recibo del presente informe.

4.1.2 Informar a esta Contraloría, dentro de los 20 días hábiles siguiente al recibo del presente informe, las acciones emprendidas sobre la disposición anterior.

4.2
A la Auditoría Interna 

4.2.1 Tomar las acciones necesarias a fin de corregir a futuro la situación comentada en el punto 2.2 de este informe.

4.2.2 Dar seguimiento periódico sobre el cumplimiento de la disposición 4.1.1 anterior girada por esta Contraloría al Consejo Universitario de la UNED.

4.2.3 Informar a esta Contraloría, dentro de los 22 días hábiles siguientes al recibo del presente oficio, sobre las acciones emprendidas en relación con las disposiciones 4.2.1 y 4.2.2 anteriores.







Lic. Olman G. Murillo Delgado, MCP








       Fiscalizador

� Cabe señalar que este manual fue derogado por un nuevo manual publicado en La Gaceta No. 246 del 16 de diciembre del 2004.


� Complementariamente esta Contraloría ha señalado en repetidas oportunidades que los artículos 23 y 24 de los “Lineamientos generales que deben observarse en la promulgación del reglamento de organización y funciones de las unidades de auditoría interna” establecen el deber de comentar de previo con la administración activa los “hallazgos obtenidos en el transcurso de una auditoría”, excepción hecha para los casos cuando de un estudio de auditoría se deriven presuntas responsabilidades de servidores públicos. (A manera de ejemplo ver informe No. INF-DI-CR-12/2003 y oficio No. 8646 (DI-CR-364) de 3 de agosto del 2004).


� Se transcribe solo parte de estos artículos.


� Resulta importante mencionar que se indica “parecen” dado que no media título u otro similar que los identifique.


� Contenidas en el “Manual sobre Normas Técnicas de Auditoría para la Contraloría General de la República y las Entidades y Órganos Sujetos a su Fiscalización ”


� De acuerdo con el “Manual para ejercicio de la auditoría interna”, los “criterios” son “las unidades de medidas, normas o principios aplicables” a los hallazgos determinados en el estudio, es decir “lo que debe ser”.
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